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	FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA



	Entidad originadora:
	Departamento Administrativo de Presidencia de la República, Departamento Administrativo de Función Pública, Ministerio de Justicia y Superintendencia Financiera.

	Fecha (dd/mm/aa):
	Indique la fecha en que se presenta a Secretaría Jurídica de Presidencia

	Proyecto de Decreto/Resolución:
	Por el cual se modifican algunos artículos del Decreto 1081 de 2015, “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Presidencia de la República, en relación con las Personas Expuestas Políticamente (PEP)”



	1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN SU EXPEDICIÓN.

(Por favor explique de manera amplia y detallada: la necesidad de regulación, alcance, fin que se pretende y sus implicaciones con otras disposiciones, por favor no transcriba con considerandos) 

El Decreto 1674 de 2016 “Por el cual se adiciona un capítulo al Título 4 de la Parte 1 del Libro 2 del Decreto 1081 de 2015 “por medio del cual se expide el Decreto Reglamentario Único del Sector Presidencia de la República”, en relación con la indicación de las Personas Expuestas Políticamente -PEP-, a que se refiere el artículo 52 de la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, aprobada mediante la Ley 970 de 2005, y se dictan otras disposiciones” estableció una lista de cargo públicos que se consideraban PEP. 
A su vez, Colombia es parte de diversas organizaciones y convenciones internacionales, en virtud de las cuales se le impone la obligación de adecuar la legislación nacional a los estándares internacionales con el fin de establecer los mecanismos efectivos para la reducción de los delitos de corrupción, el lavado de activos, la financiación del terrorismo y otros delitos conexos; mediante la prevención, detección y sanción de dichas conductas. 

Dentro de las convenciones internacionales de las cuales Colombia es signataria que regulan la prevención de las conductas delictivas mencionadas, se encuentran las siguientes: Convención Interamericana de Lucha contra la Corrupción, Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, Convención para Combatir el Cohecho de Servidores  Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales de la OCDE, y Convención Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, entre otras.

En este sentido la Convención Interamericana de Lucha contra la Corrupción, aprobada mediante Ley 412 de 1997 insta a los estados miembros a combatir la corrupción en el ejercicio de las funciones públicas, de la siguiente manera: “(…) la necesidad de adoptar cuanto antes un instrumento internacional que promueva y facilite la cooperación internacional para combatir la corrupción y, en especial, para tomar las medidas apropiadas contra las personas que cometan actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas o específicamente vinculados con dicho ejercicio; así como respecto de los bienes producto de estos actos; (…)”. Dicha Convención buscar establecer instrumentos efectivos de cooperación internacional tendientes a combatir la corrupción de los servidores públicos, y promover mecanismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción. 

A su vez, la Convención Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo de la Asamblea General de Naciones Unidas aprobada mediante Ley 808 de 2003, establece que se debe intensificar la cooperación internacional entre los Estados con el fin de elaborar y adoptar medidas para prevenir y reprimir la financiación del terrorismo.

En cuanto a la Convención de Naciones contra la Corrupción (aprobada mediante Ley 970 de 2005, declarada exequible en Sentencia C-172 de 2006) en su numeral 1 del artículo 52 señala que: “(…) cada Estado Parte adoptará las medidas que sean necesarias, de conformidad con su derecho interno, para exigir a las instituciones financieras que funcionan en su territorio que verifiquen la identidad de los clientes, adopten medidas razonables para determinar la identidad de los beneficiarios finales de los fondos depositados en cuentas de valor elevado, e intensifiquen su escrutinio de toda cuenta solicitada o mantenida por o a nombre de personas que desempeñen o hayan desempeñado funciones públicas prominentes y de sus familiares y estrechos colaboradores (…)”. Ordenando así adoptar medidas para exigir a las instituciones financieras que intensifiquen su revisión y monitoreo de los clientes que desempeñen funciones públicas prominentes.

Adicionalmente, Colombia es país miembro del Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica (“GAFILAT”), grupo de países latinoamericanos que mediante Memorando de Entendimiento firmado en Cartagena de Indias el 8 de diciembre de 2000, acordaron reconocer y aplicar las Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional (“GAFI”) contra el lavado de activos y la financiación del terrorismo (memorando aprobado mediante Ley 1186 de 2009, declarada exequible en Sentencia C-685 de 2009).

El GAFI indicó en su recomendación No. 12 de febrero de 2012 sobre estándares internacionales para la lucha contra el lavado de activos y el financiamiento del terrorismo y de la proliferación, que las instituciones financieras deben ejecutar medidas preventivas adicionales a la debida diligencia usual con respecto a las PEP. De igual forma, se indica que los requisitos para las PEP, nacionales y extranjeras, deben aplicarse también a sus familiares y asociados cercanos. Recomienda adoptar medidas de identificación y reporte oportuno de riesgo a las entidades encargadas del análisis financiero, efectuar monitoreo continuo, llevar a cabo persecución penal, e identificación de la fuente de los fondos. Todo ello con el fin de generar transparencia y evitar la corrupción en el marco del ejercicio de la función pública.

La Convención para Combatir el Cohecho de Servidores  Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales de la OCDE adoptada mediante Ley 1573 de 2012, recomienda a los países trabajar en cooperación con el objetivo de prevenir la exigencia de sobornos a individuos y empresas en transacciones comerciales internacionales.

En ese orden de ideas, Colombia se adhirió a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (“OCDE”) mediante acuerdo suscrito el 30 de mayo de 2018 y posteriormente, aprobado mediante Ley 1950 del 8 de enero de 2019. La OCDE promueve políticas que mejoren el bienestar económico y social de las personas. En su Reporte Fase II respecto de la implementación de la Convención Anti cohecho en Colombia de octubre de 2015, la OCDE hace referencia a la necesidad de que la norma incluya lo siguiente: obligación legal para las entidades financieras de llevar a cabo una debida diligencia más robusta, considerar PEPs nacionales y extranjeros, a aquellos que desempeñen una función publica prominente para una organización internacional, los familiares y asociados cercanos.

Con el objetivo de fortalecer la acción del Estado frente al Lavado de Activos, se creó mediante la ley 526 de 1999 la Unidad de Información y Análisis Financiero (“UIAF”) encargada de centralizar, sistematizar y analizar datos relacionados con operaciones de Lavado de Activos, con el objetivo de detectar operaciones que pueden estar relacionadas con el delito de Lavado de Activos.

De conformidad con lo anterior, es necesario que la normativa colombiana adopte las recomendaciones de las convenciones y organizaciones internacionales aplicables, con el objetivo de estar actualizado en los estándares internacionales y promover un constante mejoramiento de nuestro sistema. 

En consecuencia, es fundamental definir a fondo quiénes deben ser considerados como PEP, de tal modo que las instituciones financieras puedan aplicar medidas preventivas adicionales a la debida diligencia y al estudio de conocimiento del cliente usual, a quienes se les han confiado funciones públicas prominentes, ya sea nacionales o extranjeros, así como a sus familiares, colaboradores cercanos y asociados, e inclusive a las personas jurídicas en donde se tenga un cargo o una participación accionaria prominente. Lo anterior debido a que dichos individuos cuentan con amplias responsabilidades en virtud de sus cargos, por lo que el riesgo de corrupción asociado a ellos aumenta considerablemente. 

Es importante denotar que esta clasificación no sugiere de ninguna manera que los PEP deban ser considerados o estigmatizados como criminales, ni se busca impedir el curso normal de los negocios de las instituciones financieras con sus clientes (artículo 52 de la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción). Las medidas buscan únicamente señalar que los sujetos obligados al cumplimiento de la regulación vigente sobre el riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo deben tomar medidas preventivas adicionales con relación a estas personas, debido a su posición de poder y al riesgo de que la utilicen para su beneficio personal o el de sus familiares o asociados cercanos. De hecho, el GAFI es enfático en señalar que restringir el acceso a productos o servicios financieros a una persona por el sólo hecho de ser considerada como PEP, es contrario al espíritu de la recomendación 12 relativa a las PEP.

En la implementación de las medidas preventivas, las instituciones financieras juegan un rol clave; pues a través de medidas adecuadas de debida diligencia y conocimiento del cliente están en capacidad de alertar a las autoridades competentes nacionales y extranjeras sobre operaciones sospechosas, que puedan tener como objetivo lavar activos sustraídos o utilizados indebidamente en desarrollo de actos de corrupción. 

Sin embargo, a pesar de que las entidades financieras del país, en su mayoría, cuentan ya con sistemas de administración de riesgos de lavado de activos y de financiación del terrorismo, manifiestan que se hace necesario desarrollar el concepto PEP en la normativa colombiana, y ahondar en las obligaciones que tienen las entidades financieras en relación con las PEPs, sus familiares y asociados cercanos. 

Con el fin de alinear la normativa interna con los estándares internacionales con el objetivo de prevenir y detectar la posible corrupción de las PEP, el Gobierno Nacional ha decidido expedir un Decreto con la descripción de quienes deben ser considerados PEP, así como sus obligaciones frente a los sujetos obligados al cumplimiento de la regulación vigente sobre el riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo. 

De esta manera, basados en la práctica internacional, en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, en las Recomendaciones del GAFI y el informe de la OCDE, se elaboró un listado no taxativo de quienes deben ser considerados PEP. 

El listado no taxativo incluye como PEP a: (i) quienes desempeñen funciones públicas prominentes; (ii) funcionarios de nivel directivo; (iii) sus familiares; (iv) colaboradores estrechos; (v) asociados cercanos; (vi) quienes suscriban contratos con el Estado a partir de diez mil salarios mínimos mensuales legales vigentes (10.000 S.M.M.L.V) y  (vii) quienes sean gestores del gasto público. En este decreto se incluyen nuevas categorías correspondientes a los directivos de las organizaciones internacionales; a los directivos de las universidades públicas, a los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Armadas o Policía Nacional que estén facultados para ordenar gasto o comprometer recursos de las instituciones públicas, a las personas jurídicas cuyo beneficiario final corresponda a una PEP; y a los contratistas del Estado e interventores que se encuentren ejecutando o hayan finalizado la ejecución de, uno o varios contratos estatales,  que la cuantía de este o la sumatoria de todos, ascienda a diez mil salarios mínimos mensuales legales vigentes (10.000 S.M.M.L.V) o más, por considerarse contratos con cuantías significativa que deben contar con mayores controles para evitar riesgos.

A su vez, se establece un artículo independiente para los cargos que se entenderán como PEP extranjeros. 

Las funciones públicas son aquellas que le permiten al servidor tener influencia sobre decisiones claves, tales como ejercer control sobre recursos, políticas públicas o procesos judiciales; tener el poder de aprobar o no: i) regulaciones, ii) procesos de contratación pública, y iii) licencias o concesiones; o ser responsable de ordenar el gasto (GAFI, 2013).

Los funcionarios de nivel directivo también se incluyeron debido a que tienen el poder de influir significativamente en las decisiones de sus superiores o incluso actuar en nombre de ellos. Por esta razón, se hace también necesario que los sujetos obligados al cumplimiento de la regulación vigente sobre el riesgo de lavado de activos y financiación del terrorismo tomen medidas preventivas adicionales frente a estos servidores públicos.

Se incluyen a los familiares, colaboradores estrechos y asociados cercanos de quienes desempeñan funciones públicas prominentes debido a que estos individuos pueden ser utilizados para el lavado de activos por parte del funcionario público.

De igual forma, se contará con listados indicativos de los PEPs, lo cuales estarán a cargo del Departamento Administrativo de la Función Pública cuando se trate de funcionario públicos, para lo cual se registrará dicha condición en el SIGEP, y en relación con los contratistas, la lista estará a cargo de la Agencia Nacional de Compras Públicas – Colombia Compra Eficiente-. 


	

	2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO

 (Por favor indique el ámbito de aplicación o sujetos obligados de la norma)

El decreto se aplicará a los sujetos obligados a implementar medidas de prevención de riesgo de lavado de activos y financiación del Terrorismo y sistemas de administración y a los sujetos de reporte de la Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF), en la debida diligencia continua en los procesos de vinculación, monitoreo y actualización de los datos del cliente a las Personas Expuestas Políticamente (PEP).


	3. VIABILIDAD JURÍDICA

(Por favor desarrolle cada uno de los siguientes puntos)

3.1 Análisis de las normas que otorgan la competencia para la expedición del proyecto normativo

· Numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política.

· Artículo 52 de la Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, aprobada mediante la Ley 970 de 2005.

· Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas (Ley 67 de 1993),
· Convención Interamericana de Lucha contra la Corrupción (Ley 412 de 1997),
· Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Ley 800 de 2003), 
· Convención Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo (Ley 808 de 2003), 
· Convención para Combatir el Cohecho de Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales (Ley 1573 de 2012).
3.2 Vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada
· El artículo 52 de la Ley 970 de 2005, se encuentra vigente. 
3.3. Disposiciones derogas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas 
· El Decreto 1674 de 2016, el cual se modifica, se encuentra vigente.
3.4 Revisión y análisis de la jurisprudencia que tenga impacto o sea relevante para la expedición del proyecto normativo (órganos de cierre de cada jurisdicción)

3.5 Circunstancias jurídicas adicionales 



	4. IMPACTO ECONÓMICO (Si se requiere)
(Por favor señale el costo o ahorro de la implementación del acto administrativo)


	5. VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL (Si se requiere)
(Por favor indique si cuenta con los recursos presupuestales disponibles para la implementación del proyecto normativo) 


	6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN (Si se requiere)
(Por favor indique el proyecto normativo tiene impacto sobre el medio ambiente o el Patrimonio cultural de la Nación) 


	7. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con ellos) 

	

	

	

	

	

	

	ANEXOS: 

	Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y de incorporación en la agenda regulatoria 

(Firmada por el servidor público competente –entidad originadora)
	(Marque con una x)

	Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
(Cuando se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de evaluación de conformidad)
	(Marque con una x)

	Informe de observaciones y respuestas 

(Análisis del informe con la evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés sobre el proyecto normativo)
	(Marque con una x)

	Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de Industria y Comercio

(Cuando los proyectos normativos tengan incidencia en la libre competencia de los mercados)
	(Marque con una x)

	Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública

(Cuando el proyecto normativo adopte o modifique un trámite)
	(Marque con una x)

	Otro 

(Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma considere relevante o de importancia)
	(Marque con una x)


Aprobó:
_________________

Nombre y firma del Jefe de la Oficina Jurídica entidad originadora o dependencia que haga sus veces

Nombre y firma del (los) servidor(es) público(s) responsables en la entidad cabeza del sector administrativo que lidera el proyecto normativo

Nombre y firma del (los) servidor(es) público(s) responsables de otras entidades 
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